
 

P á g i n a  1 | 16 

 

Tribunal de Justicia Administrativa de Nayarit 
Segunda Sala Unitaria Administrativa 

SUA/II/JCA/01715/2024 

 

 

 

 
 

 

Juicio Contencioso Administrativo:                           
SUA/II/JCA/01715/2024 
 
Actor: 
********** 

   
Autoridad Demandada:  
Agencia del Ministerio Público de la 
Unidad de Investigación de Robo de 
Vehículos adscrita a la Agencia II, de la 
Fiscalía General de Justicia del Estado 
de Nayarit, por conducto del Agente del 
Ministerio Público, **********. 
 

Resolución Interlocutoria 
 

Tepic, Nayarit; a doce de agosto de dos mil veinticuatro 

 

VISTOS para resolver los autos del Juicio Contencioso Administrativo 

SUA/II/JCA/01715/2024, esta Segunda Sala Unitaria Administrativa del 

Tribunal de Justicia Administrativa de Nayarit1, a cargo del Magistrado 

Numerario Licenciado Juan Manuel Ochoa Sánchez, procede a emitir 

resolución en el juicio promovido por **********-en adelante actor-, en los 

siguientes términos: 

 

RESULTANDO 

 

1. Presentación de la demanda. El cinco de julio de dos mil veinticuatro, 

se presentó ante Oficialía de Partes de este Tribunal, escrito signado por el 

actor, mediante el cual interpuso Juicio Contencioso Administrativo en contra 

de la ilegal emisión del oficio número ********** de fecha tres de julio de 

dos mil veinticuatro, señalando como autoridad demandada a la Agencia 

del Ministerio Público de la Unidad de Investigación de Robo de 

Vehículos adscrita a la Agencia II, de la Fiscalía General de Justicia del 

Estado de Nayarit, por conducto del Agente del Ministerio Público, 

**********.  

 

2. Acuerdo de registro y turno de expediente. El cinco de julio de dos 

mil veinticuatro, mediante acuerdo la Magistrada Presidenta del Tribunal de 

                                                           
1 A quien se referirá en adelante como “Segunda Sala Unitaria Administrativa”, salvo mención expresa, en concordancia con 
el Acuerdo General número TJAN-P-002/2023, emitido por el Pleno del Tribunal de Justicia Administrativa, aprobado en la 
Novena Sesión Ordinaria Administrativa SO-09/2023, celebrada el veintinueve de septiembre de dos mil veintitrés, a través 
del cual, se declara el inicio formal de funciones de las Salas Unitarias Administrativas y de la Sala Colegiada de Recursos, de 
este Tribunal de Justicia, a partir del dieciséis de octubre de dos mil veintitrés.  
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Justicia Administrativa de Nayarit, Maestra Irma Carmina Cortés Hernández, 

ante la fe de la Secretaria General del Acuerdos del Pleno Maestra Juana 

Olivia Amador Barajas, determinó turnar el escrito de demanda citado en el 

resultando que precede, el cual fue registrado en el Libro de Gobierno con la 

nomenclatura SUA/II/JCA/01715/2024, a la Segunda Sala Unitaria 

Administrativa a cargo del suscrito Magistrado Licenciado Juan Manuel 

Ochoa Sánchez, para su trámite y resolución correspondiente. Dichas 

constancias fueron recibidas por esta Sala el día diez de julio de dos mil 

veinticuatro.  

 

 

CONSIDERANDOS 

 

Primero.  Competencia. Con fundamento en los artículos 116, fracción V, 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 103 y 104 de 

la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nayarit; 1, 2, 4, 

fracción XIV, 5, fracción II, 7 fracción II, 19 fracciones II, III y VII, 33, 37, 39, 

40, 41, fracciones II y VIII de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Nayarit;  1, 4, fracciones IV y V, 109, 119 y 129, 

fracción III de la Ley de Justicia y Procedimientos Administrativos del Estado 

de Nayarit2; así como el Acuerdo General No. TJAN-P-02/20233, aprobado 

por el Pleno del Tribunal de Justicia Administrativa en la Novena Sesión 

Ordinaria Administrativa, celebrada el veintinueve de septiembre de dos mil 

veintitrés y el Acuerdo General No. TJAN-P-03/20234, aprobado por el Pleno 

del Tribunal de Justicia Administrativa en la Décima Séptima Sesión 

Extraordinaria Administrativa, celebrada el trece de octubre de dos mil 

veintitrés. 

 

Segundo.  Desechamiento de la demanda por causal de improcedencia.  

De conformidad con el artículo 1285 de la Ley de Justicia y Procedimientos 

                                                           
2 En delante Ley de Justicia.  
3 Acuerdo General del Pleno del Tribunal de Justicia Administrativa de Nayarit, por el que se determina el inicio formal de 
funciones de las Salas Unitarias Administrativas y la Sala Colegiada de Recursos y, a su vez, se extingue la primera y segunda 
sala administrativa, con motivo del decreto publicado el veintiséis de mayo de dos mil veintitrés, por el que se emite la Ley 
Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa, la cual contempla una nueva integración, organización y funcionamiento de 
este Tribunal. 
4 Acuerdo General del Pleno del Tribunal de Justicia Administrativa de Nayarit, por el que se aprueba la adscripción de los 
Magistrados que integrarán las Salas Unitarias Administrativas, y a su vez, se establecen las nomenclaturas y el esquema de 
turnos de los asuntos de su competencia, con motivo del decreto publicado el veintiséis de mayo de dos mil veintitrés, por el 
que se emite la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa. 
5 Artículo 128.- En su caso, se dictará acuerdo sobre admisión de la demanda, a más tardar al día siguiente de su presentación. 
En el mismo acuerdo se admitirán o desecharán las pruebas ofrecidas, se dictarán las providencias necesarias para su 
desahogo y se señalará fecha para la audiencia del juicio, dentro de un plazo que no excederá de los veinte días siguientes. El 
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Administrativos del Estado de Nayarit6, este Órgano Jurisdiccional previo 

cumplimiento de los requisitos de forma y procedibilidad está facultado para 

admitir la demanda a más tardar al día siguiente de su presentación, sin 

embargo, también puede desecharla en caso de que se actualice uno de los 

supuestos que de manera específica se encuentran previstos en el artículo 

129 de la referida disposición jurídica, que a la letra dispone: 

 

Artículo 129.- La Sala desechará la demanda, cuando: 

 I. No contenga la firma autógrafa o huella digital del promovente, o bien cuando 

la firma electrónica no esté debidamente certificada;  

II. Prevenido el actor para que la subsane, no lo hiciere, y  

III. Encontrare motivo manifiesto e indudable de improcedencia.  

 

Como se advierte del citado numeral, son tres los supuestos que al 

actualizarse uno de ellos traería como consecuencia el desechamiento de la 

demanda de Juicio Contencioso Administrativo: 1. Que no contenga la firma 

autógrafa o huella del promovente; 2. Cuando habiendo prevenido al actor 

para subsanar la demanda, no lo hiciere; y 3. Si encontrare motivo manifiesto 

o indudable de improcedencia.  

 

En el caso particular, esta Segunda Sala Unitaria Administrativa, de la lectura 

integral realizada al contenido del escrito de demanda presentado el cinco 

de julio de dos mil veinticuatro, advierte de oficio que se actualiza una causal 

de improcedencia manifiesta e indudable.  

 

Al efecto, y según el criterio emitido por el Poder Judicial de la Federación7, 

por manifiesto debe entenderse todo aquello que se advierte en forma 

patente y absolutamente clara de la simple lectura de la demanda, los 

escritos aclaratorios o de ampliación y en su caso, de los documentos que 

se anexen a dichas promociones; en tanto que lo indudable se configura 

cuando se tiene la certeza y plena convicción de que la causal de 

improcedencia efectivamente se actualiza en el caso, de manera tal que la 

admisión de la demanda y la substanciación del procedimiento no darían 

lugar a la obtención de una convicción diversa. 

 

                                                           
magistrado instructor, antes de desechar cualquier prueba, deberá prevenir al oferente para que, en el término de tres días, 
aclare, corrija o complete su ofrecimiento, apercibiéndolo del desechamiento de la prueba si no lo hiciere 
6 A quien se referirá en adelante como “Ley de Justicia”. 
7 Tesis: 747, de Jurisprudencia, de la Octava Época, de la Instancia Tribunales Colegiados de Circuito, en materia Común, con 
registro 394703, Tomo VI, Apéndice de 1995, página 503; de la fuente Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 
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Por consiguiente, el motivo manifiesto e indudable de improcedencia que dé 

lugar al desechamiento de la demanda, debe apreciarse de la simple lectura 

de esta y de los documentos anexos, sin que para ello sea necesario 

sustanciar el procedimiento, lo que implica que dicho motivo debe ser claro, 

sin lugar a dudas, evidente por sí mismo y surgir de la misma demanda, 

debiendo acreditarse de manera fehaciente y no inferirse con base en 

presunciones; esto, con la finalidad de que la autoridad tenga la plena certeza 

de que los actos posteriores del procedimiento, como son la contestación a 

la demanda y la audiencia de pruebas y alegatos, no son necesarios para 

configurarla ni tampoco podrían desvirtuar su contenido, se sustenta lo 

anterior por analogía en la tesis jurisprudencial: DEMANDA DE AMPARO, 

DESECHAMIENTO DE LA. ALCANCE DE LA EXPRESIÓN MOTIVO MANIFIESTO E 

INDUDABLE DE IMPROCEDENCIA.8    

 

Aunado a lo anterior, resulta importante precisar que de conformidad con los 

artículos 1489 y 230, fracción I10 de la Ley de Justicia, las causas de 

improcedencia son de orden público e interés social, las cuales deben 

analizarse de oficio y quedar probadas de manera fehaciente y no inferirse 

con base en presunciones, pues son de estudio preferente al tratarse de 

impedimentos legales que no permiten el estudio del fondo del asunto y para 

efectos del desechamiento de una demanda, se debe tener la certeza de que 

se actualizan los extremos del motivo de improcedencia en forma manifiesta 

e indudable, sirve de apoyo por analogía la tesis jurisprudencial: JUICIO 

CONTENCISOS ADMINISTRATIVO. PARA QUE SE ACTUALICEN LAS CAUSAS DE 

IMPROCEDENCIA ES NECESARIO QUE SE ENCUENTREN PLENAMENTE 

DEMOSTRADAS Y NO SE INFIERAN CON BASE EN PRESUNCIONES.11    

 

De modo que, si a partir de la lectura del escrito de demanda y de los 

documentos anexos, se observa la actualización de una causal de 

improcedencia de manera manifiesta e indudable, dada la naturaleza jurídica 

del acto reclamado, con independencia de la amplitud o no de las 

consideraciones expresadas; en este supuesto es factible que en el auto 

inicial de trámite de la demanda se realice un análisis para determinar si el 

                                                           
8 Tesis: XVIVI.2o.J./211, de Jurisprudencia, de la Novena Época, de la Instancia Tribunales Colegiados de Circuito, en materia 
Común, con registro 194725, Tomo IX,  enero de 1999, página 648; de la fuente Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 
9 “Artículo 148. Contestada la demanda, el magistrado instructor examinará el expediente, y si encontrare acreditada 
claramente alguna causa evidente de improcedencia o sobreseimiento, a petición de parte o de oficio, emitirá la resolución 
en la que se dé por concluido el juicio. En caso de que la causal no resultare clara, ésta se decidirá en la sentencia que resuelva 
la cuestión planteada.” 
10 “Artículo 230. La sentencia que se dicte deberá contener:   
I. El análisis de las causales de improcedencia o sobreseimiento del juicio, en su caso;….” 
11 Tesis: I.9o.A.149.A, Aislada, de la Novena Época, de la Instancia Tribunales Colegiados de Circuito, en materia Administrativa, 
con registro 161585, Tomo XXXIV, julio de 2011, página 2062; de la fuente Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 
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acto impugnado actualiza una causa de improcedencia insuperable del juicio 

contencioso administrativo, pues dicho auto inicial constituye la actuación 

procesal oportuna para tal efecto. 

 

En relación con lo anterior, cobra aplicación la Jurisprudencia XXIV.2o. J/5 K 

(10a.) aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Cuarto 

Circuito, consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 

Libro 75, Febrero de 2020, Tomo III, página 2067, Décima Época, registro 

2021644, de rubro y texto siguiente:  

 

AUTO INICIAL DE TRÁMITE DE LA DEMANDA DE AMPARO. 
CONSTITUYE LA ACTUACIÓN PROCESAL OPORTUNA PARA 
ANALIZAR SI EL ACTO RECLAMADO ACTUALIZA UNA CAUSA DE 
IMPROCEDENCIA INSUPERABLE, AL MARGEN DE LA AMPLITUD O NO 
DE LAS CONSIDERACIONES QUE EXPRESE EL OPERADOR JURÍDICO. 
En diversos criterios jurisprudenciales, entre los que destacan las tesis 1a./J. 
32/2005, 2a./J. 54/2012 (10a.) y 2a./J. 115/2015 (10a.), la Primera y la 
Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación han establecido 
que, por regla general, el auto inicial de trámite de la demanda de amparo no 
es la actuación procesal idónea para efectuar un "análisis profundo", para 
determinar la improcedencia del juicio. No obstante, cuando la actualización 
de la causal de improcedencia respectiva se observa de manera manifiesta e 
indudable, como lo exige el artículo 113 de la Ley de Amparo, a partir de la 
lectura del escrito de demanda y de los documentos anexos, es decir, cuando 
el operador jurídico se limita a efectuar un simple ejercicio de subsunción 
entre los hechos manifestados en forma clara por el quejoso y la 
correspondiente hipótesis normativa, con independencia de la amplitud o no 
de las consideraciones que exprese, ello no implica que dicho estudio se 
encuentre vedado al ser, aparentemente, de una profundidad tal que requiera 
de consideraciones adicionales al contenido de la propia demanda 
(motivación legal de la decisión), cuando, por el contrario, la improcedencia 
resulta clara y manifiesta, dada la naturaleza jurídica del acto reclamado y del 
reconocimiento de la parte quejosa sobre aspectos inherentes que le 
perjudican; por lo que frente a esas circunstancias, no se inobservan los 
criterios jurisprudenciales que censuran la posibilidad de que en el auto inicial 
se efectúe un "análisis profundo" para determinar la improcedencia del juicio 
de amparo. Es así, máxime que aquéllos se refieren a supuestos en los que 
el juicio constitucional es legal y racionalmente procedente, es decir, se 
justifica que la demanda de amparo se admita, porque potencialmente cabe 
la posibilidad (real, no ilusoria), de que una vez recibidos los informes de las 
autoridades y allegadas las pruebas de las partes, quede plenamente 
dilucidada la naturaleza jurídica del acto reclamado y, por ende, la 
procedencia del juicio constitucional en el que, además, podría dictarse una 
sentencia de fondo y/o amparadora, lo que no ocurre cuando por disposición 
legal y/o jurisprudencial se genera una causal expresa e insuperable de 
improcedencia, pues en estos casos, lo que potencialmente está de por 
medio, aun de admitirse la demanda, es el sobreseimiento en el juicio. 

 

En el caso a estudio, la resolución impugnada por el actor constituye un acto 

emitido por el ministerio público en ejercicio de sus funciones 

constitucionales, y a este Órgano Jurisdiccional Administrativo no le surte 

competencia para conocer dichos asuntos; por lo que, en la especie, se 

actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 224, fracción I en 
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relación con el artículo 1, segundo párrafo, ambos de la Ley de Justicia, que 

a la letra estipulan: 

 

Artículo 1.- Las disposiciones de la presente ley son de orden público y tienen 
por objeto regular la justicia administrativa en el Estado de Nayarit, así como 
el procedimiento administrativo que deben seguir las autoridades del Poder 
Ejecutivo del Estado, de los municipios y de la administración pública 
paraestatal y paramunicipal. 
 
El presente ordenamiento no es aplicable a los órganos autónomos del 
Estado, al ministerio público en ejercicio de sus funciones 
constitucionales, ni a las materias laboral, electoral y fiscal, ésta última 
exclusivamente por lo que ve a lo dispuesto en el título tercero de ésta ley 
referente al procedimiento administrativo.” 
 
Artículo 224.- El juicio ante el Tribunal es improcedente: 
I. Contra los actos o las disposiciones generales que no sean de la 
competencia del Tribunal; … 

 

De la interpretación literal, armónica y sistemática de los artículos antes 

transcritos, se desprende la improcedencia del presente Juicio Contencioso 

Administrativo por incompetencia de este Tribunal para admitir, tramitar y 

resolver controversias derivadas de actos emitidos por el ministerio público 

en ejercicio de sus funciones constitucionales. 

 

Cabe precisar que la competencia constituye un presupuesto procesal 

indispensable para la legal radicación, tramitación y resolución del asunto, 

de tal forma que de tramitarse un juicio ante una autoridad que legalmente 

no está facultada para ello, traerá como consecuencia un procedimiento 

viciado, incluso carente de existencia y validez formal, dado que los 

presupuestos procesales son considerados como criterios de admisibilidad 

inviolables y auténticos pilares de seguridad jurídica indispensables para una 

correcta y funcional administración de justicia. 

 

En ese sentido, debe entenderse por presupuestos procesales los requisitos 

de forma y de fondo sin los cuales no es posible iniciar ni tramitar válida y 

eficazmente un proceso;12 mientras que la competencia o ámbito 

competencial se traduce en la esfera de facultades o atribuciones que tiene 

un órgano del Estado para desempeñar ciertas funciones o realizar 

determinados actos jurídicos.13 

                                                           
12 Pallares, Eduardo. Derecho Procesal Civil. Editorial Porrúa, 2ª edición, México, 1965, pp. 96-97. Citado por Arellano García 
Carlos. Teoría General del Proceso. Editorial Porrúa, 2ª edición, México, 1984, p. 28. 
13 Serna de la Garza, José Ma. Ámbitos Competenciales. En Ferrer Mac-Gregor, Eduardo, Martínez Ramírez, Fabiola y Figueroa 
Mejía Giovanni A., (coods). Diccionario de Derecho Procesal Constitucional y Convencional, Tomo I. CJF, UNAM, México, 2014,  
p. 52. 
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De acuerdo con la doctrina, la competencia es el “presupuesto del proceso 

consistente en la cualidad de un órgano jurisdiccional que le permite o le 

exige conocer válidamente de un tipo de asuntos y tener preferencia legal 

respecto de otros órganos jurisdiccionales, para conocer de un litigio o causa 

determinados”.14 

 

La competencia de este Tribunal, en materia contenciosa administrativa, se 

desprende de lo dispuesto por los artículos 116, fracción V de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; 103, párrafos primero, cuarto y 

quinto de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nayarit; 1º 

y 109 de la Ley de Justicia y Procedimientos Administrativos del Estado de 

Nayarit; y 2, 7, 33, 37 y 40 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Nayarit; al respecto, se transcribirán en su 

literalidad los siguientes preceptos: 

 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

Artículo 116. El poder público de los estados se dividirá, para su ejercicio, en 
Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse dos o más de estos 
poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el legislativo en 
un solo individuo. 
Los poderes de los Estados se organizarán conforme a la Constitución de cada 
uno de ellos, con sujeción a las siguientes normas: 
[…] 

V. Las Constituciones y leyes de los Estados deberán instituir Tribunales de 
Justicia Administrativa, dotados de plena autonomía para dictar sus fallos y 
establecer su organización, funcionamiento, procedimientos y, en su caso, 
recursos contra sus resoluciones. Los Tribunales tendrán a su cargo dirimir las 
controversias que se susciten entre la administración pública local y municipal 
y los particulares; imponer, en los términos que disponga la ley, las sanciones 
a los servidores públicos locales y municipales por responsabilidad 
administrativa grave, y a los particulares que incurran en actos vinculados con 
faltas administrativas graves; así como fincar a los responsables el pago de las 
indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven de los daños y perjuicios 
que afecten a la Hacienda Pública Estatal o Municipal o al patrimonio de los 
entes públicos locales o municipales. 

 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nayarit 

 

Artículo 103.- La jurisdicción administrativa en el Estado, se ejerce por 
conducto del Tribunal de Justicia Administrativa, órgano autónomo para dictar 
sus fallos, la ley establecerá su organización, funcionamiento, procedimientos 
y, en su caso, recursos contra sus resoluciones; siendo el Tribunal 
independiente de cualquier autoridad y dotado de patrimonio propio.  

[…] 

El Tribunal de Justicia Administrativa tendrá a su cargo dirimir las controversias 
que se susciten entre la administración pública local y municipal y los 
particulares. 

                                                           
14 Diccionario Jurídico Espasa, Espasa Calpe, Sociedad Anónima, Madrid, 1999, página 183. 
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Asimismo, será el órgano competente para imponer, en los términos que 
disponga la ley, las sanciones a los servidores públicos locales y municipales 
por responsabilidad administrativa grave, y a los particulares que incurran en 
actos vinculados con faltas administrativas graves; así como fincar a los 
responsables el pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que 
deriven de los daños y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública Estatal o 
Municipal o al patrimonio de los entes públicos locales o municipales. 

 

Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Nayarit 
 
Artículo 2. Naturaleza del Tribunal. El Tribunal de Justicia Administrativa de 
Nayarit es un órgano jurisdiccional constitucionalmente autónomo, dotado de 
plena jurisdicción para hacer cumplir sus resoluciones en todo el territorio del 
Estado.  
Además de ejercer la jurisdicción administrativa en el Estado, en términos de 
la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nayarit y la Ley de 
Justicia y Procedimientos Administrativos del Estado de Nayarit, formará parte 
del Sistema Local Anticorrupción y estará sujeto a las bases establecidas en la 
Ley General de Responsabilidades Administrativas y al presente 
ordenamiento. 
 
Artículo 7. Integración del Tribunal. El Tribunal se integra por cinco 
Magistrados numerarios quienes serán electos de conformidad con lo 
dispuesto por los artículos 104 y 105 de la Constitución Política del Estado Libre 
y Soberano de Nayarit y, para el desarrollo de sus funciones, cuenta con los 
siguientes órganos:  
I. El Pleno;  
II. Tres Salas Unitarias Administrativas;  
III. Una Sala Unitaria Especializada, y 
IV. Una Sala Colegiada de Recursos. 
 
Artículo 33. De las Salas del Tribunal. Para los asuntos de su competencia, 
el Tribunal ejercerá sus funciones por conducto de las Salas Unitarias 
Administrativas, la Sala Unitaria Especializada y la Sala Colegiada de 
Recursos. 
 
Artículo 37. Salas Unitarias Administrativas. El Tribunal contará con tres 
Salas Unitarias Administrativas, integradas cada una por un Magistrado 
numerario designado por el Pleno, que serán competentes para conocer y 
resolver en términos de lo previsto en esta Ley, la Ley de Justicia y 
Procedimientos Administrativos del Estado de Nayarit y demás ordenamientos 
aplicables en materia fiscal. 
 

Artículo 40. Competencia de las Salas Unitarias Administrativas. Las Salas 
Administrativas, tendrán competencia para conocer y resolver, en términos de 
lo previsto por la Ley de Justicia y Procedimientos Administrativos del Estado 
de Nayarit y demás leyes aplicables en materia fiscal, las siguientes 
controversias:  

I. Las resoluciones administrativas y fiscales que dicten, ordenen, ejecuten o 

traten de ejecutar las autoridades del Poder Ejecutivo del Estado, de los 

Municipios y de los organismos públicos descentralizados de carácter estatal 

o municipal, por violaciones cometidas en las mismas o durante el 

procedimiento administrativo; en este último caso, cuando trasciendan al 

sentido de las resoluciones; 

 II. Los actos administrativos y fiscales que dicten, ordenen, ejecuten o traten 

de ejecutar las autoridades señaladas en la fracción anterior, así como sus 

omisiones que afecten derechos de particulares;  

III. Los actos que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar, de manera 

unilateral, las autoridades indicadas en la fracción I del presente artículo, 

respecto de contratos, convenios y otros acuerdos de voluntad que se hayan 

celebrado con los particulares de naturaleza administrativa y fiscal;  

IV. Las relativas en torno de la interpretación y el cumplimiento de contratos 

de obra pública o relacionados con ésta, así como de adquisiciones, 
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arrendamientos y servicios, celebrados por autoridades estatales o 

municipales;  

V. Los actos administrativos y fiscales que se relacionen con la resolución 

afirmativa ficta en estas materias, que se configure por el silencio de las 

autoridades estatales o municipales para dar respuesta a las peticiones de 

los particulares, en términos de la Ley de Justicia y Procedimientos 

Administrativos del Estado de Nayarit;  

VI. Las resoluciones negativas fictas que se configuren por el silencio de las 

autoridades administrativas y fiscales de carácter estatal o municipal, para 

dar respuesta a las peticiones de los particulares conforme a las 

disposiciones de la Ley de Justicia y Procedimientos Administrativos del 

Estado de Nayarit;  

VII. Las omisiones de las autoridades señaladas en la fracción I del presente 

artículo, para dar respuesta a las peticiones de los particulares, una vez que 

hayan transcurrido por lo menos treinta días siguientes a su presentación;  

VIII. Los reglamentos, decretos, circulares y demás disposiciones generales 

de naturaleza administrativa y fiscal que expidan las autoridades indicadas 

en la fracción I del presente artículo, sin que sea obligatorio o requisito previo, 

para promover el juicio contencioso administrativo, tramitar cualquier otro 

medio de impugnación en contra de tales determinaciones;  

IX. Las resoluciones que, al ser favorables a los particulares, causen una 

lesión a la Hacienda Pública del Estado o de los Municipios, cuya invalidez 

se demande por las autoridades fiscales del Poder Ejecutivo del Estado, de 

los municipios o de los organismos públicos descentralizados de carácter 

estatal o municipal;  

X. Los actos que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar, sin facultades 

o en exceso de éstas, las personas que se ostenten como autoridades 

administrativas o fiscales de carácter estatal o municipal; XI. Las resoluciones 

que recaigan al recurso de inconformidad a que se refiere la Ley de Justicia 

y Procedimientos Administrativos del Estado de Nayarit;  

XII. Las resoluciones que recaigan a los recursos de revocación y de 

oposición al procedimiento administrativo de ejecución, previstos en el Código 

Fiscal del Estado;  

XIII. Las resoluciones que pongan fin al procedimiento que instauren los 

Consejos Técnicos de carrera policial en aplicación de la Ley del Sistema 

Estatal de Seguridad Pública; así como los despidos injustificados y ceses de 

los elementos de seguridad pública;  

XIV. Los resultados de las evaluaciones que a los elementos de seguridad 

pública que practique el Centro Estatal de Control de Confianza y Evaluación 

del Desempeño y de la Certificación;   

XV. Conocer y resolver de los recursos a que se refiere la Ley de Justicia y 

Procedimientos Administrativos del Estado de Nayarit, que se interpongan en 

contra de sus propias determinaciones, y  

XVI. Los demás casos en los que las disposiciones legales le concedan 

competencia al Tribunal en controversias administrativa entre los particulares 

y las autoridades de la administración pública del Estado y de los Municipios. 

 

Ley de Justicia y Procedimientos Administrativos del Estado de Nayarit 

 

Artículo 1.-  

[…] 

El presente ordenamiento no es aplicable a los órganos autónomos del 

Estado, al ministerio público en ejercicio de sus funciones 

constitucionales, ni a las materias laboral, electoral y fiscal, ésta última 

exclusivamente por lo que ve a lo dispuesto en el título tercero de ésta ley 

referente al procedimiento administrativo. 

 



 

P á g i n a  10 | 16 

 

Tribunal de Justicia Administrativa de Nayarit 
Segunda Sala Unitaria Administrativa 

SUA/II/JCA/01715/2024 

Cabe preciar que, el artículo 109 de la Ley de Justicia, establece un catálogo 

de actos y resoluciones en contra de los cuales procede el Juicio 

Contencioso Administrativo ante este Tribunal, respecto de los cuales, las 

fracciones I y II, disponen como tales, las resoluciones administrativas y 

fiscales que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar las autoridades 

del Poder Ejecutivo del Estado, de los municipios y de los organismos 

descentralizados de carácter estatal o municipal, por violaciones cometidas 

en las mismas o durante el procedimiento administrativo, en este último caso, 

cuando trasciendan al sentido de las resoluciones; así como los actos 

administrativos y fiscales en los supuestos antes establecidos. Sin embargo, 

a estos se excluyen los relacionados con los actos emitidos por el ministerio 

público en ejercicio de sus funciones constitucionales, de conformidad con lo 

dispuesto por el artículo 1, párrafo segundo de la citada Ley, el cual, es 

expreso al establecer la inaplicabilidad de tal ordenamiento legal en dichos 

actos. 

 

Según sus bases constitucionales y legales antes mencionadas, el Tribunal 

de Justicia Administrativa de Nayarit es un órgano de naturaleza 

jurisdiccional, constitucionalmente autónomo, que está facultado para ejercer 

la jurisdicción administrativa en el Estado; por lo que, a través del Juicio 

Contencioso Administrativo, tiene competencia para dirimir únicamente las 

controversias de naturaleza intrínsecamente administrativa o fiscal que se 

susciten entre los particulares y los entes públicos del Estado o Municipios. 

 

Es necesario recalcar que, el segundo párrafo del artículo 1º de la Ley de 

Justicia expresamente dispone que dicho ordenamiento no es aplicable al 

ministerio público en ejercicio de sus funciones constitucionales; por lo que, 

en vía de consecuencia, se colige que este Tribunal de Justicia 

Administrativa de Nayarit no es competente para admitir, tramitar y resolver 

el Juicio Contencioso Administrativo respecto de actos o resoluciones que 

deriven de controversias relacionadas con el misterio público en ejercicio de 

sus funciones.  

 

Ahora bien, en el caso concreto, la parte actora en su demanda señala 

textualmente como acto impugnado, el siguiente: 
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La ilegal emisión del oficio número **********que emitió la Agencia del 

Ministerio Público de la Unidad de Investigación de Robo de Vehículos 

adscrita a la Agencia II, de la Fiscalía General de Justicia del Estado de 

Nayarit, por conducto del Agente del Ministerio Público de nombre **********, 

de fecha 03 de julio del presente año, toda vez que de manera aberrante viola 

mi perjuicio el estado de derecho y el principio de legalidad que deben revestir 

todos los actos de autoridad, ante su carente sentido de congruencia jurídica, 

arbitrariedad, desproporción, injusticia manifiesta y desvió de poder.  

 

Como se advierte, lo que concretamente impugna la parte actora es el oficio 

********** de fecha tres de julio de dos mil veinticuatro, resolución en la que se 

ordena la devolución de “Motocicleta marca Italika, submarca Vortx-200, 

modelo **********, color rojo con número de identificación vehicular ********** y 

número de motor **********” asegurada dentro de la carpeta de investigación 

********** a **********, según se desprende de los anexos presentados. 

 

Con base en lo anterior, se advierte que el acto impugnado tiene su origen 

en una carpeta de investigación, es decir, un expediente en el que se van 

reuniendo todos los datos y medios de prueba, empezando por una 

denuncia, en donde se analiza los datos de la carpeta y a partir de ellos 

determinan si hay elementos para decir que los hechos constituyen, o no, un 

delito; si este no ha prescrito y si hay elementos para considerar que la 

persona imputada lo haya cometido, carpeta de investigación en la que el 

Agente del Ministerio Público de la Unidad de Investigación de Robo de 

Vehículos Adscrita a la Agencia II de la Fiscalía General del Estado de 

Nayarit, emitió el oficio **********, acto emitido en ejercicio de sus funciones 

de investigación de delitos, como lo estipula el artículo 21 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, que expresamente señala:   

 

Artículo 21. La investigación de los delitos corresponde al Ministerio 
Público y a las policías, las cuales actuarán bajo la conducción y mando 
de aquél en el ejercicio de esta función.  
 
El ejercicio de la acción penal ante los tribunales corresponde al Ministerio 
Público. La ley determinará los casos en que los particulares podrán ejercer 
la acción penal ante la autoridad judicial.  
 
La imposición de las penas, su modificación y duración son propias y 
exclusivas de la autoridad judicial.  
 
Compete a la autoridad administrativa la aplicación de sanciones por las 
infracciones de los reglamentos gubernativos y de policía, las que únicamente 
consistirán en multa, arresto hasta por treinta y seis horas o en trabajo a favor 
de la comunidad; pero si el infractor no pagare la multa que se le hubiese 
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impuesto, se permutará esta por el arresto correspondiente, que no excederá 
en ningún caso de treinta y seis horas.  
 
Si el infractor de los reglamentos gubernativos y de policía fuese jornalero, 
obrero o trabajador, no podrá ser sancionado con multa mayor del importe de 
su jornal o salario de un día.  
 
Tratándose de trabajadores no asalariados, la multa que se imponga por 
infracción de los reglamentos gubernativos y de policía, no excederá del 
equivalente a un día de su ingreso.  
 
El Ministerio Público podrá considerar criterios de oportunidad para el 
ejercicio de la acción penal, en los supuestos y condiciones que fije la ley.  
 
El Ejecutivo Federal podrá, con la aprobación del Senado en cada caso, 
reconocer la jurisdicción de la Corte Penal Internacional.  
 
La seguridad pública es una función del Estado a cargo de la Federación, las 
entidades federativas y los Municipios, cuyos fines son salvaguardar la vida, 
las libertades, la integridad y el patrimonio de las personas, así como 
contribuir a la generación y preservación del orden público y la paz social, de 
conformidad con lo previsto en esta Constitución y las leyes en la materia. La 
seguridad pública comprende la prevención, investigación y persecución de 
los delitos, así como la sanción de las infracciones administrativas, en los 
términos de la ley, en las respectivas competencias que esta Constitución 
señala. La actuación de las instituciones de seguridad pública se regirá por 
los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez 
y respeto a los derechos humanos reconocidos en esta Constitución.  
 
Las instituciones de seguridad pública, incluyendo la Guardia Nacional, serán 
de carácter civil, disciplinado y profesional. El Ministerio Público y las 
instituciones policiales de los tres órdenes de gobierno deberán coordinarse 
entre sí para cumplir los fines de la seguridad pública y conformarán el 
Sistema Nacional de Seguridad Pública, que estará sujeto a las siguientes 
bases mínimas:  
a) La regulación de la selección, ingreso, formación, permanencia, 
evaluación, reconocimiento y certificación de los integrantes de las 
instituciones de seguridad pública. La operación y desarrollo de estas 
acciones será competencia de la Federación, las entidades federativas y los 
Municipios en el ámbito de sus respectivas atribuciones.  
b) El establecimiento de un sistema nacional de información en seguridad 
pública a cargo de la Federación al que ésta, las entidades federativas y los 
Municipios, a través de las dependencias responsables de la seguridad 
pública, proporcionarán la información de que dispongan en la materia, 
conforme a la ley. El sistema contendrá también las bases de datos 
criminalísticos y de personal para las instituciones de seguridad pública. 
Ninguna persona podrá ingresar a las instituciones de seguridad pública si no 
ha sido debidamente certificada y registrada en el sistema.  
c) La formulación de políticas públicas tendientes a prevenir la comisión de 
delitos.  
d) Se determinará la participación de la comunidad que coadyuvará, entre 
otros, en los procesos de evaluación de las políticas de prevención del delito, 
así como de las instituciones de seguridad pública.  
e) Los fondos de ayuda federal para la seguridad pública, a nivel nacional 
serán aportados a las entidades federativas y municipios para ser destinados 
exclusivamente a estos fines.  
 
La Federación contará con una institución policial de carácter civil 
denominada Guardia Nacional, cuyos fines son los señalados en el párrafo 
noveno de este artículo, la coordinación y colaboración con las entidades 
federativas y Municipios, así como la salvaguarda de los bienes y recursos 
de la Nación.  
La ley determinará la estructura orgánica y de dirección de la Guardia 
Nacional, que estará adscrita a la secretaría del ramo de seguridad pública, 
que formulará la Estrategia Nacional de Seguridad Pública, los respectivos 
programas, políticas y acciones.  
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La formación y el desempeño de los integrantes de la Guardia Nacional y de 
las demás instituciones policiales se regirán por una doctrina policial fundada 
en el servicio a la sociedad, la disciplina, el respeto a los derechos humanos, 
al imperio de la ley, al mando superior, y en lo conducente a la perspectiva 
de género. 

 

Expuesto lo anterior, se pone de manifiesto que el acto que se pretende 

impugnar es emitido por un ministerio público en ejercicio de sus funciones 

constitucionales (investigación de delitos), por tanto, es incuestionable que 

la competencia para dirimir dichos conflictos, no corresponde a este Órgano 

Jurisdiccional.  

  

Luego entonces, de una interpretación sistemática resulta que el caso en 

estudio se subsume en lo previsto por los dispositivos insertos, en 

consecuencias se comprueba que derivan de actos emitidos por ministerio 

público en ejercicio de sus funciones constitucionales, y consecuentemente 

la incompetencia constitucional y legal de este Órgano Jurisdiccional para 

conocer de asuntos de esa naturaleza, ello a la luz de los artículos 1º, párrafo 

segundo y 109 de la Ley de Justicia y Procedimientos Administrativos del 

Estado de Nayarit, es indudable que en el caso concreto se actualiza la 

causal de improcedencia prevista por el artículo 224, fracción I del 

ordenamiento legal en cita.  

 

En consecuencia, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 129, 

fracción III, de la citada Ley, es de desechar y se desecha de plano la 

demanda presentada por el actor.  

 

Por otro lado, la determinación tomada por este Órgano Jurisdiccional, en el 

sentido de desechar de plano la demanda por resultar incompetente por 

razón de la naturaleza del acto, ya que deriva del ministerio público en 

ejercicio de sus funciones constitucionales, no violenta el derecho 

consagrado en el artículo 17 constitucional y artículo 8 numeral 1 y 25 de la 

Convención Americana Sobre Derechos Humanos, puesto que el ejercicio 

del derecho que hace valer la impetrante, lleva implícito la obligación de 

sujetarse al cumplimiento de los requisitos previsto por la ley, de igual forma, 

a los  presupuestos y cargas procesales, mismos que no deben esquivarse 

en detrimento de la correcta administración de la justicia, como es en el caso 

en específico, la presentación de la demanda respectiva ante el órgano que 

es el competente. 
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Además, la regulación de distintas vías y procedimientos, así como sus 

respectivos requisitos de procedencia, los que deberán cumplirse para 

justificar el accionar del aparato jurisdiccional, como lo es la competencia del 

órgano ante el cual se promueve, es compatible con el derecho fundamental 

de acceso a la jurisdicción, como parte del derecho a la tutela jurisdiccional 

efectiva. 

 

Al respecto, resulta aplicable en cuanto a la competencia el criterio 

jurisprudencial contenido por la Tesis: 2a./J. 146/2015 (10a.), emitida por la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, localizable en 

el Libro 24, Noviembre de 2015, Tomo II, página 1042, publicada en la 

Décima Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, registro 

2010356, cuyo rubro y texto son del tenor literal siguiente: 

 

INCOMPETENCIA POR RAZÓN DE LA MATERIA EN EL JUICIO DE 
NULIDAD DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 
ADMINISTRATIVA. SUS CONSECUENCIAS JURÍDICAS.  
Cuando el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa advierta que 
carece de competencia por razón de la materia para conocer de una demanda 
de nulidad, deberá declarar la improcedencia del juicio en términos del 
artículo 8o., fracción II, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo, sin que ello implique vulnerar el derecho de acceso a la justicia 
reconocido en los artículos 17 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, así como 8, numeral 1 y 25 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, pues el ejercicio de este derecho se encuentra 
sujeto al cumplimiento de determinados requisitos, presupuestos y cargas 
procesales que no deben soslayarse en detrimento de la correcta y eficiente 
administración de justicia, como lo es la carga procesal dispuesta de manera 
asequible al gobernado, de presentar el recurso efectivo ante el tribunal 
competente. En las relatadas condiciones, se concluye que, ante la 
incompetencia por razón de la materia, el referido tribunal no está obligado a 
remitir el asunto a la autoridad que considere competente. 

 

También resulta aplicable la Jurisprudencia 1a./J. 90/2017 (10a.) aprobada 

por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable 

en Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 48, Noviembre de 

2017, Tomo I, página 213, Décima Época, registro digital: 2015595, de rubro 

y texto siguiente: 

  

DERECHO FUNDAMENTAL DE ACCESO A LA JURISDICCIÓN. SU 
CONTENIDO ESPECÍFICO COMO PARTE DEL DERECHO A LA TUTELA 
JURISDICCIONAL EFECTIVA Y SU COMPATIBILIDAD CON LA 
EXISTENCIA DE REQUISITOS DE PROCEDENCIA DE UNA ACCIÓN. De 
la tesis de jurisprudencia de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación 1a./J. 42/2007, (1) de rubro: "GARANTÍA A LA TUTELA 
JURISDICCIONAL PREVISTA EN EL ARTÍCULO 17 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. SUS ALCANCES.", 
deriva que el acceso a la tutela jurisdiccional comprende tres etapas, a las 
que corresponden tres derechos que lo integran: 1) una previa al juicio, a la 
que atañe el derecho de acceso a la jurisdicción; 2) otra judicial, a la que 
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corresponden las garantías del debido proceso; y, 3) una posterior al juicio, 
que se identifica con la eficacia de las resoluciones emitidas con motivo de 
aquél. En estos términos, el derecho fundamental de acceso a la jurisdicción 
debe entenderse como una especie del diverso de petición, que se actualiza 
cuando ésta se dirige a las autoridades jurisdiccionales, motivando su 
pronunciamiento. Su fundamento se encuentra en el artículo 17 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, conforme al cual 
corresponde al Estado mexicano impartir justicia a través de las instituciones 
y procedimientos previstos para tal efecto. Así, es perfectamente compatible 
con el artículo constitucional referido, que el órgano legislativo establezca 
condiciones para el acceso a los tribunales y regule distintas vías y 
procedimientos, cada uno de los cuales tendrá diferentes requisitos de 
procedencia que deberán cumplirse para justificar el accionar del aparato 
jurisdiccional, dentro de los cuales pueden establecerse, por ejemplo, 
aquellos que regulen: i) la admisibilidad de un escrito; ii) la legitimación activa 
y pasiva de las partes; iii) la representación; iv) la oportunidad en la 
interposición de la acción, excepción o defensa, recurso o incidente; v) la 
competencia del órgano ante el cual se promueve; vi) la exhibición de ciertos 
documentos de los cuales depende la existencia de la acción; y, vii) la 
procedencia de la vía. En resumen, los requisitos de procedencia, a falta de 
los cuales se actualiza la improcedencia de una acción, varían dependiendo 
de la vía que se ejerza y, en esencia, consisten en los elementos mínimos 
necesarios previstos en las leyes adjetivas que deben satisfacerse para la 
realización de la jurisdicción, es decir, para que el juzgador se encuentre en 
aptitud de conocer la cuestión de fondo planteada en el caso sometido a su 
potestad y pueda resolverla, determinando los efectos de dicha resolución. 
Lo importante en cada caso será que para poder concluir que existe un 
verdadero acceso a la jurisdicción o a los tribunales, es necesario que se 
verifique la inexistencia de impedimentos jurídicos o fácticos que resulten 
carentes de racionalidad, proporcionalidad o que resulten discriminatorios. 

 

Por último, se tiene al actor señalando como domicilio procesal para recibir 

todo tipo de notificaciones el ubicado en **********, en términos del artículo 

114 de la Ley de Justicia. 

 

Por lo expuesto y fundado, esta Segunda Sala Unitaria Administrativa; 

 

RESUELVE 

 

Primero.  Se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 224, 

fracción I de la Ley de Justicia y Procedimientos Administrativos del Estado 

de Nayarit, y por consecuencia, es improcedente el presente Juicio 

Contencioso Administrativo, por las consideraciones vertidas en la presente 

resolución.  

 

Segundo. Se desecha la demanda promovida por **********, por los motivos 

y fundamentos expuestos en el Considerando Segundo de la presente 

resolución. 
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Tercero. En su oportunidad, una vez que cause ejecutoria la presente 

sentencia, sin previo acuerdo, remítase el presente expediente al archivo 

definitivo, como asunto totalmente concluido.   

 

Notifíquese personalmente al actor.  

 

Así lo resolvió y firma el suscrito Magistrado de la Segunda Sala Unitaria 

Administrativa del Tribunal de Justicia Administrativa de Nayarit, Licenciado 

Juan Manuel Ochoa Sánchez, ante la fe de la Secretaria Proyectista, 

Licenciada Anabel Merel Díaz. 

 

 

“La Suscrita Secretaria Proyectista Anabel Merel Díaz, adscrita a la Segunda 
Sala Unitaria Administrativa, con fundamento en los artículos 2, fracciones 
VII, XV, XVI, XX, y XXXVII, 64, 65, 66, 79 y 82 de la Ley de Transparencia y 
Acceso a la información Pública del Estado de Nayarit; 4, fracciones VIII y IX 
de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados para el Estado de Nayarit; Trigésimo octavo de los Lineamientos 
Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, 
así como para la Elaboración de Versiones Públicas, y en los Lineamientos 
para la Elaboración y Publicación de Versiones Públicas de las Sentencias 
del Tribunal de Justicia Administrativa de Nayarit; elaboró la versión pública 
de la sentencia antes identificada, de la que se testan los datos considerados 
legalmente como información clasificada por actualizarse lo señalado en 
dichos supuestos normativos; información consistente en: Información 
Clasificada, Información Confidencial e Información Reservada.” 

 


